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Al contestar refiérase

                                                                                      
   al oficio  N°  16545

                                                        20 de diciembre,  2002

                                                                   FOE-SM-2990

Licenciado

Marcelo Prieto Jiménez

Alcalde Municipal

MUNICIPALIDAD DE ALAJUELA

Alajuela

Estimado señor:

Asunto:
Remisión del informe N° DFOE-SM-183/2002, referente al cumplimiento en la Municipalidad de Alajuela, de las disposiciones emitidas por esta Contraloría General en las relaciones de hechos e informes de auditoría, tramitados durante los años 2000 y 2001, sobre asuntos de diversa naturaleza.

Para lo de su competencia, se le remite copia del informe Nº DFOE-SM-183//2002, preparado en esta División, sobre los resultados del estudio efectuado en esa Municipalidad, referente al cumplimiento de las disposiciones emitidas por esta Contraloría General en las relaciones de hechos e informes de auditoría, tramitados durante los años 2000 y 2001, sobre asuntos de diversa naturaleza.

Mucho le estimaré comunicar a esta Gerencia, en un plazo improrrogable de  quince días hábiles, contados a partir de la fecha de recibo de este informe, las medidas adoptadas para cumplir con las disposiciones contenidas en el punto 4.2. del informe.  Además, informar, en el plazo de un mes, los avances en la efectiva implementación de las disposiciones emitidas, las cuales son de acatamiento obligatorio, de acuerdo con los artículos 4 y 12 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, Nº 7428 y 12 de la Ley General de Control Interno, N° 8292.  Igualmente, el artículo 10 de la citada  Ley General de Control Interno, señala que los jerarcas y el titular subordinado de cada ente u órgano serán los responsables de establecer, mantener, perfeccionar y evaluar el sistema de control interno institucional.

Esta Oficina se reserva la posibilidad de verificar, mediante los medios que considere pertinentes, la efectiva implementación de las disposiciones emitidas, así como de valorar la aplicación de los procedimientos administrativos que correspondan, en caso de incumplimiento injustificado de esas disposiciones.







Atentamente,







Lic. Edwin Gamboa Miranda







Gerente Área

CVM/kamc

Ci:
Expediente auditoría
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INFORME  SOBRE  LOS  RESULTADOS  DEL ESTUDIO EFECTUADO EN LA MUNICIPALIDAD DE ALAJUELA, REFERENTE AL CUMPLIMIENTO DE LAS  

  DISPOSICIONES  EMITIDAS   POR  ESTA  CONTRALORÍA GENERAL

  EN LAS  RELACIONES  DE  HECHOS E INFORMES DE AUDITORÍA,

  TRAMITADOS  DURANTE  LOS  AÑOS  2000  Y  2001,

 SOBRE  ASUNTOS DE DIVERSA NATURALEZA 

1.
INTRODUCCIÓN.

1.1.
ORIGEN DEL ESTUDIO. 

El presente estudio se efectuó en cumplimiento del programa de trabajo del Área de Servicios Municipales de esta Contraloría General, correspondiente al año 2002.

1.2. OBJETIVO DEL ESTUDIO.

Efectuar un análisis de las acciones ejercidas por la Administración Municipal, respecto a las disposiciones emitidas por esta Contraloría General en las relaciones de hechos e informes de auditoría, tramitados durante los años 2000 y 2001, a efecto determinar el cumplimiento de dichas disposiciones.

1.3.
ALCANCE DEL ESTUDIO.



El estudio abarcó el período comprendido entre el 14 de enero de 2000 y el 31 de octubre de 2002, en el cual se emitieron los documentos objeto de análisis.  Dicho período se amplió en los casos en que se consideró necesario.



El trabajo se realizó con sujeción a lo indicado  en el Manual sobre normas técnicas de auditoría para la Contraloría General de la República y las entidades y órganos sujetos a su fiscalización y el Manual General de Fiscalización Integral.

2. 
RESULTADOS.


La verificación efectuada sobre el cumplimiento de las disposiciones dictadas por esta Contraloría General de la República, relativas a los estudios realizados en la Municipalidad de Alajuela, durante los años 2000 y 2001, permitió determinar lo siguiente:

2.1
Relación de Hechos N° RH-3-2000 del estudio efectuado en la Municipalidad de Alajuela, referente a la construcción de dos locales comerciales en un terreno que el Estado donó a esa Municipalidad, para una terminal de buses.

                       Mediante oficio N° 01539 del 17 de febrero de 2000, esta Contraloría General remitió al Concejo del Cantón Central de Alajuela, la Relación de Hechos N° RH-3-2000, referente a la construcción de dos locales comerciales en un terreno que el Estado donó a la Municipalidad de ese Cantón para una terminal de buses.  En dicha ocasión este Órgano Contralor solicitó al  Concejo iniciar un procedimiento administrativo ordinario  contra los eventuales responsables que propiciaron las presuntas irregularidades que se señalan en la Relación de Hechos, a efecto de imponer las sanciones que pudieran llegar a ser procedentes, garantizando el derecho al debido proceso y defensa previa.     

En el citado documento se indica que mediante escritura pública número novecientos sesenta y cinco del 6 de abril de 1988, el Estado traspasó dos terrenos a favor de la Municipalidad de Alajuela.  Dicho traspaso fue autorizado en los artículos 1°, 2° y 6° de la Ley N° 6850 del 9 de marzo de 1983; artículo 89 de la Ley N° 6995 del 22 de julio de 1985 y en el artículo 40 de la Ley N° 7051, del 30 de octubre de 1986.  En esta última Ley se dispone que el terreno se destinará en forma exclusiva a la construcción de una terminal de buses, con la salvedad de la casa de habitación que se encuentra en ese inmueble, la cual sería utilizada por la  Asociación de Estudiantes Universitarios Alajuelenses.

 
           No obstante lo anterior y obviando lo dispuesto en la precitada Ley, N° 7051, el Concejo, en la sesión ordinaria N° 24-97 del 19 de marzo de 1997, aprobó una recomendación de la Comisión de Mercado y Ventas Ambulantes, relativa al otorgamiento de un espacio en esos terrenos a los hermanos Blanco Rodríguez (Marco Aurelio y Marco Vinicio); asimismo, en la sesión ordinaria N° 87-97 del 6 de octubre de 1997, ese Órgano Colegiado acordó avalar un criterio del Departamento Legal de la Municipalidad, que contempló la posibilidad de reubicar provisionalmente en ese inmueble,  un puesto de ventas de la señora Mayela León León, el cual explotaba en la inmediaciones del Aeropuerto Juan Santamaría.

Dichos acuerdos no  fueron vetados por el Ejecutivo Municipal, en ese entonces. 

En relación con lo anterior, el Concejo en el artículo 7, capítulo IV de la sesión ordinaria N° 38-2001, celebrada el 18 de setiembre de 2001, procedió a nombrar un Órgano Director, a efecto iniciar el procedimiento administrativo correspondiente; sin embargo, de conformidad con información suministrada por  la Secretaria Municipal en oficio N°  1808-SM-02 del 21 de octubre de 2002, en los expedientes que lleva el departamento a su cargo, específicamente los relativos a sesiones del Concejo, no hay evidencia sobre la existencia del informe final del Órgano Director nombrado para el referido procedimiento.

                       No obstante lo antes expuesto, el Lic. Juan Luis Cantillano Vargas, Coordinador del referido Órgano Director, suministró a esta Contraloría General fotocopia de un oficio de fecha 12 de abril de 2002, dirigido al Alcalde Municipal, según el cual corresponde al informe final sobre el asunto en comentario.  En dicho oficio se le solicita hacer de conocimiento ese informe del Concejo; sin embargo, como se indicó anteriormente, en la Secretaría Municipal no existe información sobre el particular.

                       De lo expuesto en los párrafos precedentes, se establece que el Concejo del Cantón Central de Alajuela no ha conocido el informe final del Órgano Director encargado de efectuar el referido procedimiento administrativo; asimismo, no se obtuvo evidencia que ese Concejo haya ejercido las acciones necesarias para cerciorarse del estado en que se encuentra el trabajo encomendado al Órgano Director, con lo cual habría  incumplido con su obligación de dictar la resolución final sobre los hechos señalados en la referida Relación de Hechos, situación que es contraria a lo indicado, entre otros, en los artículos 255.-, 261.- inciso 1. y 329.- de la Ley General de la Administración Pública, relativos principalmente a la obligación de la Administración de resolver los procedimientos administrativos dentro de los plazos fijados.

2.2
Relación de Hechos N° RH-FOE-MP-5-2001 del estudio efectuado en la Municipalidad de Alajuela, sobre el proyecto urbanístico La Cuenca Verde.

                       El punto 4.1. de la Relación de Hechos N° RH-FOE-MP-5-2001 dispone que el Concejo de inicio a un procedimiento administrativo, tendiente a determinar eventuales responsabilidades administrativas y civiles, así como la ejecución de las acciones pertinentes, en relación con los funcionarios citados en el punto 3. de ese documento, por lo expuesto en dicha Relación de Hechos.
                       En el precitado documento se indica entre otros asuntos, que la Licda. Teresita Venegas Murillo, en calidad de Coordinadora de la Comisión Cantonal de Vivienda de Belén, había solicitado al Ing. Juan Manuel Castro A., regidor del Cantón Central de Alajuela, en ese entonces, que interpusiera su gestión para  que “... la  lotificación denominada la Cuenca Verde, sea avalada como de interés social, ante la Dirección de Urbanismo del INVU ... ; requisito solicitado para finiquitar el trámite ante este ...”.  En dicha solicitud se indicó que el proyecto estaba a cargo de la citada Comisión; asimismo, en ese documento se solicitó un acuerdo municipal de apoyo a dicho proyecto.

En la sesión ordinaria N° 99-96 del 25 de noviembre de 1996, el Concejo conoció el oficio N° 1641/DI/96 del 22 de ese mes y año, en el cual el Ingeniero Municipal le comentó al Ejecutivo Municipal,  en ese entonces, lo relativo a la solicitud  de  la  Licda. Venegas Murillo,  indicando  sobre el particular lo siguiente: “... este departamento no ve ningún inconveniente en que el Concejo les brinde el apoyo  o bien autorice el desarrollo del mismo ... , siempre y cuando se obtenga el permiso de la Dirección de Urbanismo...”.  Al respecto, el Concejo acordó apoyar dicha iniciativa.

Referente a la ejecución del referido proyecto urbanístico, en la Relación de Hechos se indica que la Municipalidad no suministró a esta Contraloría General, documentación relacionada con la existencia de la declaratoria de interés social; asimismo, que en ese proyecto se presentaron supuestas irregularidades relacionadas con el  visado del plano diseño de sitio,  la declaratoria de las calles públicas y el visado municipal de los planos individuales.



Respecto a la citada disposición contenida en el punto 4.1. de la Relación de Hechos, la señora María del Rosario Muñoz González, Secretaria Municipal, en oficio N° 1514-SM-02 del 6 de setiembre de 2002, indicó a esta Contraloría General, que en el artículo 8, capítulo VI de la sesión ordinaria N° 16-01 del 16 de abril de 2001, el Concejo aprobó la creación de un Órgano Director; sin embargo, esa funcionaria en oficio N° 1808 del 21 de octubre de 2002, manifestó que ese Concejo no ha conocido el informe final de dicho Órgano Director.

                       Lo anterior, evidencia que el Concejo no ha dictado el acto final en relación con el referido procedimiento administrativo, ni ha realizado los esfuerzos necesarios para  que el Órgano Director nombrado para analizar el caso, se pronuncie respecto a las eventuales responsabilidades administrativas y civiles de los funcionarios citados en la Relación de Hechos, situación que es contraria a lo establecido, entre otros, en los artículos 255.-, 261.- inciso 1. y 329.- de la Ley General de la Administración Pública, relativos principalmente a la obligación de la Administración de resolver los procedimientos administrativos dentro de los plazos fijados.

2.3
Relación de Hechos N° RH-MP-10-2000 del estudio efectuado en la Municipalidad de Alajuela, relacionado con el proyecto de urbanización Colonia del Río.
                       En la disposición contenida en el punto 4.1. de la Relación de Hechos N° RH-MP-10-2000, este Órgano Contralor solicitó al Concejo del Cantón Central de Alajuela,  ordenar el inicio un procedimiento administrativo, tendiente a determinar eventuales responsabilidades administrativas y civiles, así como ejercer las acciones correspondientes, en relación con los funcionarios citados en el punto 3. de esa Relación de Hechos, por lo expuesto en ese documento, con  excepción de los aspectos tratados por el Órgano Director nombrado en la sesión ordinaria N°32-99, del 17 de agosto de 1999.



La Relación de Hechos indica que el Ing. Federico Chacón Hernández, presunto responsable del proyecto urbanístico a desarrollar en una propiedad del señor Guillermo Nuñez Villalobos, solicitó a la Municipalidad de Alajuela, mediante nota del 23 de julio de 1997, el visto bueno para el uso del suelo, con el fin de urbanizar dicho terreno; asimismo, que a esa propiedad se le asignara la condición de alta densidad de construcción, a efecto de desarrollar lotes con un área mínima de 120 metros cuadrados.  Además, en dicha solicitud se indicó que el terreno se encuentra dentro de la zona del Proyecto de Riego del Río Itiquís y que el Servicio de Aguas Subterráneas Riego y Avenamiento (SENARA), no tenía inconveniente en que se desarrollara el proyecto.

            Además, en esa Relación de Hechos se exponen las presuntas irregularidades determinadas en la ejecución del referido proyecto habitacional, las cuales están relacionadas con la autorización para el cambio en el uso del suelo, el visado de los planos catastro de los lotes, la garantía para conclusión de las obras de infraestructura, las áreas destinadas a parque y facilidades comunales, la declaratoria de interés social, el cobro del impuesto sobre construcciones y el otorgamiento de los permisos de construcción.

                       Referente al procedimiento administrativo solicitado en el punto 4.1. de la Relación de Hechos, la Secretaría Municipal no suministró información relacionada con el nombramiento e integración del Órgano Director; no obstante, en el artículo 12, capítulo VI de la sesión ordinaria N° 17-2000, celebrada el 25 de abril de 2000, el Concejo  aprobó un informe emitido por el Órgano Director encargado del referido procedimiento (o el que de alguna forma había revisado algunos puntos, aunque no la totalidad y por eso lo señalado en el primer párrafo) y ordenó a la Administración Municipal, proceder en forma inmediata, a efecto de acatar las recomendaciones de ese informe; sin embargo, a la fecha del estudio, en actas municipales no constaba información relacionada con el cumplimiento de ese acuerdo,  lo cual revela que el Concejo no ha dado el seguimiento requerido a dicho asunto y  la  Administración Municipal no ha procedido a acatar lo acordado al respecto, situación que mantiene sin cumplir a cabalidad lo dispuesto en el precitado documento, y por lo tanto, es contraria a lo indicado en los artículos 4 y 12 de la Ley Orgánica de esta Contraloría General, Nº 7428,  y 12 de la Ley General de Control Interno Nº 8292, según los cuales, esas disposiciones son de acatamiento obligatorio 

2.4
Relación de Hechos N° RH-FOE-MP-11-2001 sobre los resultados del estudio efectuado en la Municipalidad de Alajuela, referente a nombramientos de personal.
                       En el punto 4.1. de la Relación de  Hechos N° RH-FOE-MP-11-2001, este Órgano Contralor dispuso que el Concejo iniciara un procedimiento administrativo, tendiente a determinar eventuales responsabilidades administrativas y civiles del o los funcionarios responsables de los hechos expuestos en ese documento; asimismo,  en el punto 4.2. dispuso que ese Órgano Colegiado ordenara al Alcalde Municipal, la realización de un procedimiento tendiente a normalizar la situación presentada en relación con los nombramientos efectuados al margen de los requisitos establecidos en el “Manual Descriptivo de Clases”.   



En dicho documento se indica que la Administración de la Municipalidad de Alajuela realizó nombramientos de personal al margen de los requisitos establecidos en el “Manual Descriptivo de Clases” de esa Municipalidad, así como sin efectuar los procedimientos de reclutamiento y selección de personal, contraviniendo lo establecido sobre el particular en el Código Municipal. 



Al respecto, el Concejo en el artículo 9, capítulo V de la sesión ordinaria N° 41-2001, celebrada el 9 de octubre de 2001, acordó autorizar la contratación de un órgano administrativo externo, para lo cual la Dirección Administrativa Financiera debía separar los recursos requeridos; asimismo, giró instrucciones al Alcalde Municipal, a efecto de que acatara lo dispuesto en los puntos 4.1.2 y 4.1.3 del citado documento. 



En el artículo 1°, capítulo IV de la sesión extraordinaria No. 25-2001, celebrada el 8 de noviembre de 2001, el Concejo acordó nombrar a los licenciados Isidro Rodríguez Gómez (Coordinador) y Rodolfo Martén Warner, así como al señor Víctor Oviedo Soto, como miembros del Órgano Director encargado de analizar  lo expuesto en la citada Relación de Hechos.

                       No obstante lo anterior, la señora María del Rosario Muñóz González, Secretaria Municipal, indicó a esta Contraloría General en oficio N° 1514-SM-02 del 6 de setiembre de 2002, que en dicho Órgano Director fueron nombrados los señores Germán Arce Chaves y Jorge Alvarado Tabás; sin embargo, no ofreció información sobre el acuerdo del Concejo, ni respecto a lo sucedido con el nombramiento efectuado en la sesión ordinaria N°25-2001, antes mencionado. 

                       Posteriormente y como complemento a lo anterior, esa funcionaria en el oficio N° 1867-SM-2002 del 28 de octubre de 2002, transcribe el acuerdo  tomado por el Concejo en el artículo 10, capítulo IV de la sesión ordinaria N° 22-2002, celebrada el 28 de mayo de 2002, el cual señala en lo que interesa  lo siguiente:  “a) nombrar al Director Comercial, el señor: Germán Arce, como coordinador del órgano director interno creado para dar cumplimiento a la relación de hechos 11/2001 en lo que respecta a los funcionarios municipales que dependen del alcalde, ...”. /  “b) crear un órgano director interno, que investigue las razones que han mediado en la omisión de la contratación de otro órgano director: externo  (para investigar las actuaciones de los alcaldes en ese asunto) ...”. / “c) Solicitar a la Comisión de Asuntos Jurídicos dictaminar sobre la posibilidad de integrar dicho órgano externo con profesionales ad honorem” (sic).           



El Lic. Marcelo Prieto Jiménez, Alcalde Municipal, mediante oficio N°0016C-2002 del 23 de enero de 2002, informó a esta Contraloría General sobre algunas de las medidas que ha adoptado respecto a las disposiciones contenidas en los puntos 4.1.2. y 4.1.3. de la Relación de Hechos.



En relación con el asunto en comentario, cabe indicar que al 10 de abril de 2002, esta Contraloría General aún no había recibido información de parte del Concejo, respecto a lo resuelto por el Órgano Director encargado del procedimiento administrativo, ni sobre los resultados de las medidas ejercidas por el Alcalde Municipal, en relación con las disposiciones contenidas en los puntos 4.1.2 y 4.1.3 de ese documento, motivo por el cual, mediante oficio N° 03921 de esa fecha, este Órgano Contralor efectuó  un recordatorio sobre el particular al Concejo, en el cual le otorgó un plazo de 10 días hábiles para que informara al respecto; sin embargo, dicho oficio no fue contestado, por lo que el 16 de mayo de 2002, nuevamente se solicitó dicha información por medio de oficio N° 5572, dirigido a la Secretaria Municipal, en cuya ocasión se estableció otro plazo de 10 días hábiles para la respuesta sobre particular.  Este último oficio, al igual que el anterior, no fue contestado. 

                        En el artículo 7, Capítulo V de la sesión ordinaria No. 34-02, celebrada el 20 de agosto de 2002, el Concejo conoció un informe parcial de ese último Órgano Director, el cual  se refiere a algunas de las gestiones realizadas sobre el caso objeto de análisis, específicamente sobre una solicitud de información al Departamento de Recursos Humanos de la Municipalidad y a la determinación de indagar a algunos de los presuntos responsables.



De lo expuesto en este punto se concluye, que a la fecha del estudio, el Concejo aún no había dictado el acto final relativo al procedimiento administrativo relacionado con los eventuales responsables de los hechos expuestos en la Relación de Hechos N° RH-FOE-MP-11-2001, ni realizado los esfuerzos necesarios para que el Órgano Director nombrado para efectuar ese procedimiento, se pronunciara al respecto, situación que es contraria a lo establecido, entre otros, en los artículos 255.-, 261.- inciso 1. y 329.- de la Ley General de la Administración Pública, relativos principalmente a la obligación de la Administración de resolver los procedimientos administrativos dentro de los plazos fijados.  Asimismo, que ese Concejo aún no había informado a esta Contraloría General sobre el estado en que se encontraba dicho procedimiento administrativo, ni sobre los resultados de las medidas ejercidas por el Alcalde Municipal respecto a las disposiciones contenidas en los puntos  4.1.2. y 4.1.3. de esa Relación de Hechos, no obstante los recordatorios efectuados sobre el particular, lo que contraviene lo indicado en los artículos 4 y 12 de la Ley Orgánica de esta Contraloría General, Nº 7428,  y 12 de la Ley General de Control Interno Nº 8292, según los cuales, esas disposiciones son de acatamiento obligatorio.
2.5
Informe N° 27/2000 sobre los resultados del estudio
efectuado en la Municipalidad de Alajuela, referente a autorizaciones otorgadas a particulares para el uso de áreas de un terreno que el Estado donó a la Municipalidad para una terminal de buses.
                       El informe N° 27/2000,  junto con la documentación de respaldo, fue remitido al Concejo del Cantón Central de Alajuela, mediante oficio N° 02470 del 24 de abril de 2000, en el cual esta Contraloría General solicitó a ese Concejo, disponer el inicio de un procedimiento administrativo por eventuales responsabilidades, en razón de los hechos presuntamente irregulares expuestos en ese documento; asimismo, este Órgano Contralor remitió copia de ese documento al Ministerio Público, en virtud que en esa instancia se encontraba en proceso la sumaria N° 97-206726 (expediente N° 5621-10), relacionada con el otorgamiento de permisos de construcción.



En dicho documento se exponen los hechos presentados en relación con las autorizaciones otorgadas a la Cooperativa de Transportes de Sabanilla y San Isidro de Alajuela R. L. (COOPETRANSASI R. L.), la empresa Villa Bonita S. A.,  la Asociación Cristiana de Restauración Humanitaria MARVIC y a la señora Sandra Villalobos Quirós, para que utilicen  espacios en un terreno que el Estado donó a la Municipalidad de Alajuela, para una terminal de buses.
                       En la sesión ordinaria N° 19-2000, artículo 6, capítulo VIII, celebrada el 9 de mayo de 2000, el Concejo nombró un Órgano Director para analizar los hechos expuestos en dicho informe; asimismo, en el artículo 5, capítulo VIII de la sesión ordinaria N° 38-2000, del 14 de setiembre de ese año, nombró al Lic. Juan Luis Cantillano Vargas, coordinador de ese Órgano.

                       En el artículo 7°,  capítulo VII de la sesión ordinaria N° 16-2001, del 17 de abril de 2001, el Concejo conoció el informe final rendido por el Órgano Director encargado del asunto en comentario, el cual entre otros aspectos señala lo siguiente:

“ ... que los supuestos hechos irregulares que allí se analizan, si bien pudieron haber constituido falta, fueron cometidos principalmente por el propio Concejo Municipal, integrado en su momento por personas que en su mayoría ya no ostentan la condición de regidores,  situación en la cual, la aplicación de cualquier medida sancionatoria ... sería la pérdida de credencial de regidor, medida cuya imposición corresponde al Tribunal Supremo de Elecciones y que en todo caso resulta extemporánea en la mayoría de los casos, ... . /  En igual sentido, los cargos imputables al Sr. Raúl Chaves Zúñiga, a saber: ... fueron hechos cometidos durante el ejercicio de un cargo que ya no ostenta el agente (Ejecutivo Municipal), amén de que por el tiempo transcrito, la falta se encuentra prescrita, ... .  De las razones expuestas, es factible deducir prima facie, la imposibilidad de iniciar un procedimiento administrativo tendiente al establecimiento de responsabilidades civiles y más aún administrativas ... , razón por la cual, salvo mejor criterio del Concejo Municipal, la recomendación del suscrito, en calidad de miembro integrante del órgano director conformado para ese fin, es en el sentido de archivar definitivamente el referido asunto”.
                       Al respecto, el Concejo acordó lo siguiente:  “...1)  Pasar a estudio de los jefes de fracción el documento de la Contraloría General de la República  2) Aprobar la recomendación del Órgano”.





En virtud de lo anterior, se concluye que el Concejo acogió sin objeciones el informe emitido por el  Órgano Director, el cual determinó la imposibilidad de establecer algún tipo de responsabilidad civil o administrativa, por los presuntos hechos irregulares expuestos en el informe de auditoría N°27/2000; sin embargo, no giró las instrucciones pertinentes a efecto de evitar que se repitan situaciones similares a la descrita en ese documento.

2.6
Informe N° 46/2000 sobre los resultados del estudio
efectuado en la Municipalidad de Alajuela, en relación con un proyecto urbanístico de la empresa Transportes Ramírez y Murillo Ltda., en Sabanilla de Alajuela.
                          Mediante oficio N° 03791 del 26 de abril de 2000, esta Contraloría General remitió copia del informe N° 46/2000 y de los documentos de respaldo respectivos, al Concejo del Cantón Central de Alajuela,  en el cual solicitó el inicio de un procedimiento administrativo por eventuales responsabilidades, en razón de los hechos expuestos en ese documento; asimismo, este Órgano Contralor trasladó dicho informe, junto con la documentación respectiva, para los efectos correspondientes,  al Ministerio  Público y al Tribunal Supremo de Elecciones, según oficios N°s. 03792 y 03793 del 26 de abril de 2000. 



En ese informe se señalan presuntas irregularidades relacionadas con el uso de suelo, la recepción de calles, el traspaso de áreas para parques, juegos infantiles y facilidades comunales, así como respecto al registro de planos en la Dirección de Catastro Nacional  y al visado de éstos en la Municipalidad.

                       En el artículo 1°, capítulo IV de la sesión extraordinaria N° 11-2000, celebrada el 18 de mayo de 2000, el Concejo acordó el nombramiento de un Órgano Director Externo; asimismo, giró instrucciones a la Administración Municipal para que procediera a la contratación de los miembros de dicho Órgano e informara al respecto en un plazo de 15 días.  


           Mediante los oficios N°s. 14559 y 1931 del 10 de diciembre de 2001 y 25 de febrero de 2002, respectivamente, esta Contraloría General solicitó al Concejo, informar sobre el estado en que se encontraba el cumplimiento de las disposiciones contenidas en el referido informe; sin embargo, de conformidad con la información suministrada por la Secretaría Municipal, se podría establecer que ese Órgano Colegiado no atendió dichas solicitudes, en virtud que,  la única información que esa unidad ha  ofrecido al respecto (oficio N° 1514-SM-02 del 6 de setiembre de 2002), señala que en el artículo 3, Capítulo VIII, de la sesión ordinaria N° 24-02 del 11 de junio de 2002, el Concejo conoció un informe del Alcalde Municipal  (oficio N° 0035-RC-2002), el cual indica  “... que se está a la espera de una pericia que permita estimar el daño causado a la Municipalidad para dictar los autos de traslado...”.

           De lo expuesto se deduce, que las disposiciones emitidas en el informe de auditoría N° 46/2000, aún no han sido atendidas en su totalidad, situación que revela que el Concejo no ha dado el seguimiento requerido a las gestiones que sobre el particular efectúa el Órgano Director, a efecto de que rinda el informe final respectivo y que en consecuencia, le permita pronunciarse.  

                       Lo anterior, es contrario a lo establecido, entre otros, en los artículos 255.-, 261.- inciso 1. y 329.- de la Ley General de la Administración Pública, relativos principalmente a la obligación de la Administración de resolver los procedimientos administrativos dentro de los plazos fijados.

2.7
Informe N° FOE-MP-157-2001 sobre los resultados del
estudio efectuado en la Municipalidad de Alajuela relacionado con el análisis de varios asuntos denunciados.
                         En las disposiciones contenidas en el punto 4.1. de ese informe, incisos a) y b), respectivamente, esta Contraloría General solicitó al  Concejo, que ordenara al Alcalde Municipal, la realización de un procedimiento administrativo en relación con el nombramiento de  2 funcionarios, y que en el plazo de un mes, efectuara un estudio para aclarar lo relativo al pago de prohibición a otros 2 funcionarios.  Asimismo,  el punto 4.2. de dicho documento contiene varias disposiciones a la Alcaldía Municipal, relativas a las acciones correctivas que le corresponde tomar, en relación con otras deficiencias determinadas en el estudio.  

      
           Dicho informe se refiere a las diversas deficiencias que se determinaron en el estudio, relacionadas principalmente con la administración de recursos humanos, la ejecución de obras, la  contratación de servicios profesionales, la suscripción de convenios de cooperación y con el cobro de tasas y tributos municipales.

                      Mediante oficio N° 3809 del 8 de abril de 2002, esta Contraloría General solicitó al Concejo, informar respecto a los avances en la efectiva implementación de las disposiciones emitidas en el punto 4.1. del informe; sin embargo, ese Órgano Colegiado, a la fecha del estudio, aún no se había pronunciado sobre el particular.  



En relación con las disposiciones del punto 4.2. del informe, esta Contraloría General solicitó al Alcalde Municipal, por medio del oficio N° 3996 del 15 de abril de 2002, informar sobre los avances de las medidas adoptadas para el  cumplimiento de lo dispuesto en ese punto; no obstante, al momento en que se efectuaba el estudio, aún no se había recibido la respuesta a ese oficio. 

                      Referente a lo resuelto en relación con la disposición contenida en el punto 4.1. a) del informe, se tiene que en el artículo 1°, capítulo XII de la sesión ordinaria No. 27-02, realizada el 2 de julio de 2002, el Concejo acordó acoger una resolución de la Asesoría Legal de la Municipalidad, que actuó en esa oportunidad como Órgano Director encargado de dictaminar sobre lo dispuesto en el citado punto del informe, la cual recomendó archivar el caso, argumentando la renuncia de los funcionarios referidos en ese informe, que habían sido nombrado al margen de disposiciones legales.  El acta de dicha sesión hace referencia  a solo  uno de los dos casos presentados; no obstante, la Secretaría Municipal, mediante oficio N° 1967-SM-2002 del 15 de noviembre de 2002, indicó a esta Contraloría General, que en esa acta no se incluyó por error, la resolución correspondiente al otro caso. 


     
En relación con el seguimiento de las disposiciones de comentario, cabe señalar que la Auditoría Interna Municipal efectuó un estudio y emitió al respecto el informe N° 12-2002.  En ese documento se indica  que la mayoría de las disposiciones dictadas  por esta Contraloría General, no han sido atendidas, razón por la cual giró las disposiciones correspondientes, a efecto de que se de cumplimiento a dichas disposiciones.

           De lo expuesto se deduce que las disposiciones emitidas por esta Contraloría General en el informe N° DFOE-SM-157-2001, no han sido atendidas en su totalidad, no obstante los recordatorios efectuados sobre el particular, tanto al Concejo como al Alcalde Municipal, lo que contraviene lo indicado en los artículos 4 y 12 de la Ley Orgánica de esta Contraloría General, Nº 7428,  y 12 de la Ley General de Control Interno Nº 8292, según los cuales, esas disposiciones son de acatamiento obligatorio.

3.
CONCLUSIÓN.


El estudio llevado a cabo permitió determinar que el Concejo y  la Administración Municipal de Alajuela no han cumplido con las disposiciones emitidas por esta Contraloría General en las relaciones de hechos N°s. RH-3-2000,  RH-FOE-MP-5-2001  y  RH-FOE-MP-11-2001; asimismo, respecto a la Relación de Hechos N° RH-MP-10-2000, se tiene que no obstante que ese Concejo acogió el informe final del Órgano Director encargado del procedimiento administrativo, en  actas municipales no consta información respecto al cumplimiento de las recomendaciones de ese informe y que fueron aprobadas por el Concejo.  En relación con las disposiciones emitidas por este Órgano Contralor en los informes de auditoría  N° s. 46/2000 y FOE-MP-157-2001,  éstas no han sido atendidas en su totalidad, tanto por el Concejo como por la Administración Municipal. 
             Lo anterior, evidencia que el Concejo no ha efectuado los esfuerzos necesarios para dictaminar, como es su deber, dado su responsabilidad en el manejo de los fondos públicos,  sobre los asuntos expuestos en las precitadas relaciones de hechos e informes, a efecto de la presentación oportuna de las resoluciones finales respectivas; asimismo, no ha efectuado el seguimiento requerido, ni ejercido las acciones pertinentes, sobre el  cumplimiento de lo resuelto respecto a la última de esas relaciones de hechos, situación que es contraria a lo establecido, entre otros, en los artículos 255.-, 261.- inciso 1. y 329.- de la Ley General de la Administración Pública, relativos principalmente a la obligación de la Administración de resolver los procedimientos administrativos dentro de los plazos fijados sobre el particular; además, no ha dado cumplimiento, al igual que la Administración Municipal, a la totalidad de las disposiciones emitidas por esta Contraloría General en los informes de auditoría.

           Los hechos expuestos afectan negativamente la gestión institucional y por consiguiente, impide que las operaciones administrativas y financieras se ejecuten de manera eficiente, eficaz y  no se rinda oportunamente cuenta sobre asuntos que se refieren a la administración de recursos municipales, aspecto este último que resulta contrario al principio de rendición de cuentas establecido en el artículo 11 de nuestra Constitución Política, mismo que contempla la consecuente responsabilidad personal para los funcionarios omisos sobre el particular. 

4.
DISPOSICIONES.


Esta Contraloría General, como Órgano de Control Superior de la Hacienda Pública, emite las siguientes disposiciones, las cuales, de acuerdo con los artículos 4 y 12 de su Ley Orgánica Nº 7428, y 12 de la Ley General de Control Interno Nº 8292, son de acatamiento obligatorio por los entes y órganos para los cuales van dirigidas.  Igualmente el artículo 10 de la Ley de Control Interno Nº 8292 señala que los jerarcas y el titular subordinado de cada ente u órgano serán los responsables de establecer, mantener, perfeccionar y evaluar el sistema de control institucional.


4.1.
Al Concejo.


         a)  Tomar las acciones pertinentes para que en un plazo máximo de 3 meses, a partir de la fecha de recibo de este informe, ese  Concejo cumpla en forma definitiva con lo siguiente:

                           i.  Emisión de la resolución final respecto al procedimiento administrativo iniciado contra los eventuales responsables de las irregularidades señaladas en la Relación de Hechos N° RH-3-2000.  Sobre el particular, obsérvese lo expuesto en el punto 2.1. de este informe.

                           ii.  Emisión de la resolución final en relación con el procedimiento administrativo promovido para la determinación de las eventuales responsabilidades administrativas y civiles de los hechos expuestos en la Relación de Hechos N° RH-FOE-MP-5-2001.   Al respecto, véase lo expuesto en el punto 2.2. de este informe.                       

                          iii. Emisión de la resolución final referente al procedimiento administrativo iniciado respecto al establecimiento de las eventuales responsabilidades administrativas y civiles del o los funcionarios responsables de los hechos expuestos en la Relación de Hechos N° RH-FOE-MP-11-2001.   Sobre el particular, obsérvese lo expuesto en el punto 2.4. de este informe.

                          iv.   Emisión de la resolución final en relación con el procedimiento iniciado para la determinación de las eventuales responsabilidades por los hechos expuestos en el informe N° 46/2000.  Al respecto, véase lo expuesto en el punto 2.6. de este informe.

                     b)    Ordenar al Alcalde Municipal, que de cumplimiento en un plazo máximo  de 2 meses, a partir del acuerdo respectivo, a lo resuelto por el Concejo en el artículo 12, capítulo VI de  la sesión ordinaria N° 17-2000, celebrada el 25 de abril de 2000, respecto a la Relación de Hechos N° RH-MP-10-2000.  Sobre el particular, obsérvese lo expuesto en el punto 2.3. de este informe.  

                     c)  Tomar las acciones pertinentes a efecto que ese Concejo cumpla con las disposiciones emitidas por esta Contraloría General en el informe de auditoría N° FOE-MP-157-2001.  En relación con esta disposición, véase lo comentado en el punto 2.7. de este informe.                                          

                     d) Comunicar a este Órgano Contralor, en los próximos 15 días hábiles, contados a partir de la fecha de recibo de este informe, las acciones tomadas para cumplir con las disposiciones contenidas en este documento.  Además, comunicar, en el plazo de 1 mes, los avances en la efectiva implementación de esas disposiciones.

4.2.
Al Alcalde Municipal.
                       Cumplir en un plazo máximo de 1 mes, las disposiciones emitidas por esta Contraloría General en el informe de auditoría N°  FOE-MP-157-2001.  Al respecto, véase lo comentado en el punto 2.7.  de este informe. 


4.3.
A la Auditora Interna Municipal



Fiscalizar oportunamente el cumplimiento de las disposiciones contenidas en el presente informe y comunicar mensualmente al Concejo y a esta Contraloría General sobre los resultados que se tengan al respecto.

5.
OTRAS CONSIDERACIONES

            En relación con los procedimientos administrativos pendientes de resolver, debe tenerse en cuenta lo establecido en los artículos 255.-, 261.-, inciso 1.  y 329.- de la Ley General de la Administración Pública.  Este último artículo indica al respecto lo siguiente: 

"Artículo 329.- 1. La Administración tendrá siempre el deber de resolver expresamente dentro de los plazos de esta ley./ 2. El no hacerlo se reputará falta grave de servicio./ 3. El acto final recaído fuera de plazo será válido para todo efecto legal, salvo disposición en contrario de la Ley." (El subrayado es nuestro).

            Por otra parte, respecto a los deberes del jerarca y los titulares subordinados, la Ley General de Control Interno; N° 8292, señala en su artículo 12, inciso c) lo siguiente:

"Artículo 12. -  Deberes del jerarca y de los titulares subordinados en el sistema de control interno. ... /  c) Analizar e implantar, de inmediato, las observaciones, recomendaciones y disposiciones formuladas por la auditoría interna, la Contraloría General de la República, la auditoría externa y las demás instituciones de control y fiscalización que correspondan".

           Asimismo, respecto a los causales de responsabilidad administrativa, el párrafo segundo del artículo 39 de esa Ley indica lo siguiente:   

"Artículo 39.- Causales de responsabilidad administrativa.  ... / El jerarca, los titulares subordinados y los demás funcionarios públicos incurrirán en responsabilidad administrativa, cuando debiliten con sus acciones el sistema de control interno u omitan las actuaciones necesarias para establecerlo, mantenerlo, perfeccionarlo y evaluarlo, según la normativa técnica aplicable".

ANEXO

MUNICIPALIDAD DE ALAJUELA

DETALLE  DE  LAS  DISPOSICIONES  GIRADAS  EN  LAS   RELACIONES

DE HECHO E INFORMES DE AUDITORÍA TRAMITADOS DURANTE LOS

 AÑOS 2000 Y 2001, SOBRE ASUNTOS DE DIVERSA NATURALEZA

DISPOSICIÓN


CUMPLIMIENTO

SATISFACTORIO
CUMPLIMIENTO

PARCIAL
NO

CUMPLIDA

Relación de Hechos N° RH-3-2000:

Disposición al Concejo, mediante oficio N°01539 (DAGJ-251-2000) del 17 de febrero de 2000, remitido por el Lic. Oscar Castro Ulloa, Abogado Instructor de la División de Asesoría y Gestión Jurídica  de esta Contraloría General, a la señora María del Rosario Muñoz González, Secretaria del Concejo:

ASUNTO:  Remisión de la Relación de Hechos N° 3-2000.

           El Departamento Municipal de nuestra División de Fiscalización Operativa y Evaluativa elaboró el documento denominado "Relación de Hechos del estudio efectuado en la Municipalidad de Alajuela, referente a la construcción de dos locales comerciales en un terreno que el Estado donó a esa Municipalidad para una terminal de buses" (RH-3-2000), para el establecimiento de eventuales responsabilidades.

           Ahora bien, con la intención de que haga llegar tal documentación al Concejo Municipal, y de conformidad con lo dispuesto por el artículo 1 del Reglamento de Procedimientos Administrativos de la Contraloría General de la República, publicado en la Gaceta N° 138 del 16 de julio de 1999, le remitimos la relación de hechos supracitada, así como todos los documentos que la sustentan, con la finalidad de que esa Municipalidad tome las medidas pertinentes a fin de evitar que tales situaciones vuelvan a repetirse, y a la vez sustancie el procedimiento administrativo ordinario correspondiente contra los eventuales responsables que propiciaron las irregularidades que allí se reseñan e imponga las sanciones que pudieren llegar a ser procedentes, garantizando el derecho al debido proceso y defensa previa.

           Finalmente, no omitimos indicarle que nos deberá informar del curso de las acciones tomadas en procura de lo requerido.

Relación de Hechos N° RH-DFOE-SM-5-2001:

4.
DISPOSICIONES


4.1
Al Concejo Municipal


a)
Disponer el inicio de un procedimiento administrativo, tendiente a determinar eventuales responsabilidades administrativas, civiles y tomar las acciones que correspondan, en relación con los funcionarios citados en el punto 3 de esta Relación de Hechos, por lo expuesto en el presente documento. Dicho procedimiento debe efectuarse con estricto apego a los principios del debido proceso y de defensa previa, observando además lo dispuesto en los artículos 272 y 273 de la Ley General de la Administración Pública. Esta disposición se formula de conformidad con lo que establece el artículo 1º del Reglamento de Procedimientos Administrativos de esta Contraloría General, publicado en La Gaceta Nº 138 del 16 de julio de 1999.


b)
Comunicar a esta Contraloría General, en los quince días hábiles posteriores a la fecha de recibo de este documento, los acuerdos tomados en relación con las disposiciones que contiene. 

Relación de Hechos N° RH-SM-10-2000:
4         DISPOSICIONES


4.1
Al Concejo



a)
Disponer el inicio de un procedimiento administrativo, tendiente a determinar eventuales responsabilidades administrativas y  civiles y tomar las acciones que correspondan,  en relación con los funcionarios citados en el punto 3 de esta Relación de Hechos, por lo expuesto en el presente documento, con excepción de los aspectos ya tratados por el Organo Director –quien ya rindió su informe- nombrado por los señores regidores en la sesión No. 32-99 del 17 de agosto de 1999.  Dicho procedimiento debe efectuarse con estricto apego a los principios del debido proceso y de defensa previa, observando además, lo dispuesto en los artículos 272 y 273 de la Ley General de la Administración Pública.  Esta disposición se formula de conformidad con lo que establece el artículo 1º del Reglamento de Procedimientos Administrativos de esta Contraloría General, publicado en La Gaceta No. 138 del 16 de julio de 1999.



b)
Comunicar a esta Contraloría General, en los quince días hábiles posteriores a la fecha de recibo de esta documento, los acuerdos tomados en relación con la disposición que contiene.

Relación de Hechos N° RH-DFOE-SM-11-2001:

4.     DISPOSICIONES.

        4.1.  AL CONCEJO.

                4.1.1.  Disponer el inicio de un procedimiento administrativo, tendiente a determinar eventuales responsabilidades administrativas y civiles del o los funcionarios responsables de los hechos expuestos en el presente documento. Dicho procedimiento debe efectuarse ajustado a lo que dispone el Libro Segundo de la Ley General de la Administración Pública, con estricta observancia de los principios de la verdad real,  debido proceso y defensa previa, observando además, lo dispuesto en los artículos 272 y 273 de la Ley General de la Administración Pública.  Esta disposición se formula de conformidad con lo que establece el artículo 1º del Reglamento de Procedimientos Administrativos de esta Contraloría General, publicado en La Gaceta No.138 del 16 de julio de 1999.

                   4.1.2. Ordenar al Alcalde Municipal, que de inicio a un procedimiento tendiente a normalizar la situación presentada en relación con los nombramientos efectuados al margen de los requisitos establecidos en el “Manual Descriptivo de Clases”, para lo cual debe tomarse en consideración las obligaciones patronales y efectuarse con estricta observancia de los principios de debido proceso y defensa previa.

                   4.1.3. Emitir directrices a la Alcaldía Municipal, a efecto de que los nombramientos del personal de la administración se realicen de conformidad con las normas y procedimientos que regulan la carrera administrativa en la Municipalidad de Alajuela, y velar por su cumplimiento.

4.1.4.  Remitir a esta Contraloría General, dentro de los próximos quince días hábiles, copia del acuerdo que tome ese Concejo en relación con el contenido y las disposiciones que se giran en este documento. Asimismo, informar en el transcurso de un mes, los resultados de las medidas, ejercidas por el Alcalde, en relación con el cumplimiento de lo acordado por ese órgano colegiado.

                   En relación con esta disposición, se advierte que dadas las circunstancias del asunto tratado en este documento y el tiempo transcurrido, en caso de que ese Concejo no vele por una solución oportuna y efectiva, esta Contraloría en cumplimiento de sus facultades, sentará las responsabilidades que correspondan; igualmente solicitará se establezcan las sanciones disciplinarias en el personal administrativo que por negligencia, no proceda conforme a las instrucciones superiores.

Informe N° 27/2000:

3.    DISPOSICIONES
      Al Concejo

      a) Disponer el inicio de un procedimiento administrativo, tendiente a determinar eventuales responsabilidades por los hechos presuntamente irregulares expuestos en el presente informe.  Dicho procedimiento debe efectuarse con estricto apego a los principios del debido proceso y de defensa previa, así como respetando lo dispuesto en los artículos 272 y 273 de la Ley General de la Administración Pública.  Esta disposición se formula de conformidad con lo que establece el artículo 1º del Reglamento de Procedimientos Administrativos de esta Contraloría General, publicado en La Gaceta Nº 138 del 16 de julio de 1999.

      b)  Tomar las medidas que correspondan, con el fin de evitar que situaciones similares a las descritas en el presente documento se repitan.

      c)  Comunicar a esta Contraloría General, en los quince días hábiles posteriores a la fecha de recibo de este informe, los acuerdos tomados en relación con las disposiciones que contiene.

Informe N° 46/2000:

3.   DISPOSICIONES
      3.1
Al Concejo Municipal

a)
Disponer el inicio de un procedimiento administrativo, tendiente a determinar eventuales responsabilidades por los hechos expuestos en el presente informe. Dicho procedimiento debe efectuarse con estricto apego a los principios del debido proceso y de defensa previa, observando además,  lo dispuesto en los artículos 272 y 273 de la Ley General de la Administración Pública.  Esta disposición se formula de conformidad con lo que establece el artículo 1º del Reglamento de Procedimientos Administrativos de esta Contraloría General, publicado en La Gaceta Nº 138 del 16 de julio de 1999.

              b)  Tomar las medidas que correspondan, con el fin de evitar que situaciones similares a las descritas en el presente documento se repitan.


c)   Comunicar a esta Contraloría General, en los quince días hábiles posteriores a la fecha  de recibo de este informe, los acuerdos tomados en relación con las disposiciones que contiene. 

Informe N° DFOE-SM-157/2001:

4.  Disposiciones.

4.1. Al concejo.

            a)   Ordenar al Alcalde Municipal, que de inicio a un procedimiento administrativo, en relación con el nombramiento en esa Municipalidad, del señor  Bernardo Arroyo Hernández y la señorita Mónica Montero Alfaro, para lo cual debe tomarse en consideración los deberes patronales y efectuarse con estricta observancia de los principios de debido proceso y defensa previa.  Sobre el particular, véase lo comentado en el punto 2.1. de este informe. 

            b)  Con respecto a lo expuesto en el punto 2.2. de este informe, ese Concejo debe ordenar al Alcalde Municipal, efectuar, en el plazo de un mes, un estudio que permita aclarar lo relativo a los pagos efectuados por concepto de prohibición, a partir del reconocimiento de ese beneficio, al Lic. Luis E. Abarca Moraga y al Bachiller Ronny Alexander Jiménez Padilla, y de ser necesario, tomar las medidas que correspondan. 

            c)  Comunicar a esta Contraloría General, en los próximos 15 días hábiles, las medidas adoptadas para cumplir con las disposiciones contenidas en este informe. Además, comunicar, en el plazo de un mes, los avances en la efectiva implementación de esas disposiciones.

     4.2.  Al  Alcalde  Municipal.

            a) Tomar las medidas necesarias con el propósito de evitar que se repitan las deficiencias comentadas en el punto 2.4. de este informe, en relación con los trabajos de demarcación de calles, de manera que en lo sucesivo, al ejecutarse obras de ese tipo, exista una adecuada planificación, coordinación y control, a efecto de obtener un mayor provecho de los recursos que administra la Municipalidad.

            b)  Girar las instrucciones pertinentes para que la Orden de compra por bienes y servicios se confeccione en forma oportuna y de conformidad con lo establecido en el Manual de procedimientos para la contabilidad municipal, con el propósito de mejorar el control interno y mantener actualizado el control sobre las distintas partidas presupuestarias.  Sobre el particular, obsérvese lo expuesto en el punto 2.5. de este informe.

            c)  Tomar las medidas correctivas con el propósito de que en esa Alcaldía y en el Departamento de Recursos Materiales, según corresponda, custodien y mantengan en forma clasificada y ordenada, la documentación relativa a las distintas contrataciones que realiza la Municiplidad, de manera que en el momento requerido se cuente con información detallada en relación con los procesos de contratación y cumplimiento de los contratos respectivos.  Al respecto, obsérvese lo expuesto en los puntos 2.5. y 2.7. de este informe.

           d)  Ejercer de inmediato las acciones que correspondan, a efecto de solucionar a la brevedad posible, las deficiencias presentadas en relación con la facturación de los servicios que presta la Municipalidad, con el propósito de mejorar la atención a los contribuyentes y garantizar el cobro correcto de las tasas respectivas.  Al respecto, obsérvese lo expuesto en el punto 2.6. de este informe.

            e)   Tomar las medidas pertinentes, para que en lo sucesivo se regule lo relativo a las contribuciones que efectúen vecinos del Cantón, relacionadas principalmente con la ejecución de obras en sus comunidades, de manera que se suscriban los convenios respectivos,  en los que consten los procedimientos a seguir, tanto para la recepción de esos bienes como para su aplicación, los cuales deben estar en estricto apego a las normas establecidas sobre el particular.  Al respecto, obsérvese lo expuesto en punto 2.11. de este informe.

            f)   Comunicar a esta Contraloría General, en los próximos 15 días hábiles, las medidas adoptadas para cumplir con las disposiciones contenidas en este informe. Además, comunicar, en el plazo de 1 mes, los avances en la efectiva implementación de esas disposiciones.

4.2. A la Auditora Interna Municipal.

            Fiscalizar oportunamente el cumplimiento de las disposiciones contenidas en el presente informe y comunicar al Concejo y a esta Contraloría General sobre las gestiones realizadas al respecto.  
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